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Por reparto efectuado en la fecha correspondió a este Despacho avocar el 

conocimiento de la acción de cumplimiento consagrada en el Art. 87 

Superior, que promueve el Sr. Pablo Antonio Jiménez Betancur contra el 

Juzgado Quinto (5º) Civil del Circuito de Medellín, mediante el cual pretende 

se dé cumplimiento a “la normatividad Procesal que rige el proceso CIVIL, 

APLICABLE AL PROCESO Radicado 2.008-0329, DIVISIÓN POR VENTA, en la 

que actúo como Apoderado de la parte demandante, y en el que dicho 

Despacho Judicial, se niega a cumplir las siguientes normas Procesales”1, a 

cuyos efectos cita las disposiciones contenidas en los artículos 15 numeral 

1º2, 16 numeral 1º3, 20 numeral 4, 140 y 142 ordinal 2 del Código de 

Procedimiento Civil, relativas a la competencia por el factor cuantía y causal 

de nulidad procesal. 

 

CONSIDERACIONES 

 

La acción de cumplimiento se encuentra instituida para efectivizar el Estado 

social de derecho, propendiendo por el cabal acatamiento y la total 

observancia de las normas que de acuerdo con el principio de legalidad 

enmarcan el ejercicio de las funciones a cargo de sus autoridades; así las 

cosas, se tiene entonces que, su finalidad procura el respeto del 

ordenamiento jurídico existente por parte de las autoridades competentes. 

 

                                                 
1 Fl. 1. 
2 A la fecha, por expresa disposición del art. 627 Num. 4º de la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, es el 

Art. 18 Num. 1º ejúsdem cuyo texto es el siguiente: “Los jueces civiles municipales conocen en primera instancia: 1. 
De los Procesos contenciosos de menor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza agraria o de 
responsabilidad médica, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. También 
conocerán de los procesos contenciosos de menor cuantía por responsabilidad médica, de cualquier naturaleza y 

origen, sin consideración a las partes, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa”. 
3 A la fecha, por expresa disposición del art. 627 Num. 4º de la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, es el 
Art. 20 Num. 1º ejúsdem cuyo texto es el siguiente: “1. <Inciso corregido por el artículo 2 del Decreto 1736 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> De los contenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en relaciones de 

naturaleza agraria salvo los que le correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa”.   



Así mismo, sobre la finalidad y función de la acción de cumplimiento se ha 

pronunciado la Corte Constitucional4 en el sentido de precisar que este 

mecanismo otorga a toda persona la posibilidad de acudir ante la autoridad 

judicial a fin de exigir la realización o el cumplimiento del deber  que surge 

de la ley o del acto administrativo omitido por la autoridad o el particular 

cuando asume ese carácter: 

 

“La acción de cumplimiento que consagra el artículo 87 de la Constitución hace 
titular a toda persona de "potestades e intereses jurídicos activos frente a las 
autoridades públicas y aún de los particulares que ejerzan funciones de esta 
índole, y no meramente destinataria de situaciones pasivas, concretadas en 
deberes, obligaciones o estados de sujeción para poner en movimiento la 
actividad jurisdiccional del Estado”5 mediante la presentación de una solicitud 
dirigida a obtener el cumplimiento de una ley o de un acto administrativo que 
ha impuesto ciertos deberes a una autoridad, la cual se muestra renuente a 
cumplirlos. En este orden de ideas, es necesario establecer cuándo es posible 
afirmar que se presenta el incumplimiento de un deber jurídico, consagrado en 
una ley o un acto administrativo, por parte de la administración. 
 
(…) 
 
El ámbito dentro del cual la acción de cumplimiento adquiere su significación y 
sentido como mecanismo de protección de los derechos de los particulares y 
garantía de realización de los fines del Estado está dado, naturalmente, por el 
incumplimiento de un deber a cargo de la  administración que se expresa a 
través de “normas aplicables con fuerza material de ley o actos 
administrativos”6.  En estos eventos, el particular está facultado para 

acudir ante el funcionario judicial competente –los jueces de la 

jurisdicción administrativa7 –, para presentar una solicitud que 
remedie “la acción u omisión de la autoridad” que incumple o ejecuta 

actos o hechos que permiten deducir inminentemente8 la inobservancia 
de un deber que se predica de la administración.   
De este modo, la acción de cumplimiento está encaminada a la ejecución de 
deberes que emanan de un mandato, contenido en la ley o en un acto 
administrativo, imperativo, inobjetable y expreso9, y no al reconocimiento 

por parte de la administración  de garantías particulares, o el debate, 

en sede judicial, del contenido y alcance de algunos derechos que el 

                                                 
4 Sentencia C – 1194 de 2001. M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
5 Ibid. C-157 de 1998. 
6 Tal es la expresión que, en desarrollo del artículo 87 Superior, utiliza el artículo 1 de la Ley 393 de 1997 (que fue 
declarado exequible en la sentencia C-157 de 1998).  Además, sobre la expresión “fuerza material de ley” la Corte ya 
tuvo la oporunidad de pronunciarse en la referida sentencia C-893 de 1999 M.P. Alejandro Martínez Caballero. Se 
declararon exequibles, aquí, las expresiones acusadas "con fuerza material" de ley o "con fuerza" de ley, contenidas 

en los artículos 4º, 5º, 6º, 8º y 20 de la ley 393 de 1997; sin embargo, las consideraciones hechas en aquella 
oportunidad, bien pueden predicarse del artículo 1 que se cita. Se dijo entonces: “la expresión  ´con fuerza de ley´ o 
con ´fuerza material de ley´ significa que un acto normativo, que no es formalmente una ley, por no haber sido expedido 
por el Congreso, tiene sin embargo, debido al sistema de fuentes desarrollado en la Carta, el mismo rango jerárquico de 

las leyes, y por ende puede derogar y modificar otras leyes y, a su vez, no puede ser alterado sino por normas de igual o 
superior jerarquía, esto es, por la Constitución, por otras leyes, o por otras normas con fuerza de ley. Es claro que el 
cargo de los actores carece de todo sustento pues una ley, en sentido formal, tiene, por el sólo hecho de ser una ley, 
una fuerza material de ley, esto es, puede derogar o modificar otras leyes, y no puede ser derogada sino por normas 

de igual o superior jerarquía. Por ende, no encuentra la Corte que puedan existir casos en que una ley -en sentido 
formal- se encuentre desprovista de fuerza material de ley, por lo cual no es cierto que las expresiones acusadas 
restrinjan el alcance de la acción de cumplimiento, tal y como se encuentra definida en el artículo 87 de la Carta”.  
7 Así lo señala el artículo 3 de la Ley 393 de 1997. 
8 La inminencia, como criterio específico para apreciar la naturaleza del incumplimiento administrativo que hace 

posible la acción de cumplimiento es una materia ya abordada por la jurisprudencia de la Corte en la sentencia C-
010 de 2001 (M.P. Fabio Morón Díaz).  
9 Las referencias a la jurisprudencia del Consejo de Estado son meramente ilustrativas. No son recogidas a título de “derecho viviente” que le fija el sentido a 

una norma legal ambigua objeto de control de constitucionalidad. Con los adjetivos mencionados la jurisprudencia del Consejo de Estado ha calificado al 
mandato que contiene la obligación presuntamente incumplida por parte de la administración. Cfr. la sentencia del proceso ACU 615 Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda - Subsección “A”, 10 de marzo de 1999, Consejero Ponente:  Flavio Augusto Rodríguez. En esta 
oportunidad se confirmó el fallo de instancia mediante el que se constató que CODENSA S.A. “está obligada a dar estricto cumplimiento a la Resolución 

013 de 1998 –acto administrativo de carácter general – expedido por el Contralor de la ciudad de Bogotá”.   



particular espera que se le reconozcan10. Tampoco es un mecanismo 

para esclarecer simplemente el sentido que debe dársele a ciertas 

disposiciones legales11, pues a pesar de la legitimidad que asiste a 
quien promueve todas estas causas, la acción de cumplimiento no 

resulta ser el medio idóneo para abrir controversias interpretativas lo 

cual no obsta, claro está, para que con el fin de exigir el cumplimiento 
de un deber omitido, el contenido y los alcances del mismo sean 

ineludiblemente interpretados12.  
 
Así como el objeto de la acción de cumplimiento no es el reconocimiento de 
derechos particulares en disputa, tampoco lo es el cumplimiento general de las 
leyes y actos administrativos. Dicha acción no consagra un derecho a la 
ejecución general e indiscriminada de todas las normas de rango inferior a la 
Constitución ni un derecho abstracto al cumplimiento de todo el ordenamiento 
jurídico. Su objeto fue especificado por el propio constituyente: asegurar el 
“cumplimiento de un deber omitido” contenido en “una ley o acto 
administrativo” (artículo 87 C.P.) que la autoridad competente se niega a 
ejecutar.   
 
Dicho deber no es, entonces, el deber general de cumplir la ley, sino un 

deber derivado de un mandato específico y determinado. Este puede 
tener múltiples manifestaciones o modalidades, pero no tiene que 

consistir en una obligación clara, expresa y exigible porque el artículo 
87 no consagró una acción de simple ejecución, sino una acción de 

mayor alcance.13 Para que pueda exigirse su cumplimiento el deber ha 

                                                 
10 Sobre este punto, la jurisprudencia producida por el Consejo de Estado al resolver diferentes acciones de 
cumplimiento es ilustrativa de la manera como se ha reservado la acción de cumplimiento para asegurar la 

protección de derechos indiscutibles a los particulares, ordenando a la autoridad renuente el cumplimiento del 
deber omitido. A título de ejemplo pueden citarse las sentencias proferidas en los procesos ACU-120 Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Ricardo Hoyos Duque, 22 de 

enero de 1998.  En esta oportunidad se afirmo que “para perseguir el pago de las cesantías el actor cuenta con otro 
instrumento de defensa judicial” distinto a la acción de cumplimiento.  En el mismo sentido, también puede 
consultarse el fallo ACU 126 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda - 
Subsección "A", Consejero Ponente: Dolly Pedraza De Arenas, 29 de enero de 1998. En esta oportunidad el Consejo 

desestimó la acción de cumplimiento planteada por el actor, pues pretendía que se ordenara al Centro de 
Rehabilitación integral de Boyacá “reconocer y pagar la prima técnica a la que tiene derecho”, conflicto que 
corresponde dirimir a la jurisdicción contencioso administrativa por la vía pertinente. En el mismo sentido, pueden 
consultarse, también a título ilustrativo, los procesos ACU 558 (sentencia del 20 de febrero de 1998 C.P. Mariela 

Vega de Herrera), ACU 589 (sentencia del 25 de febrero de 1999 C.P. Juan de Dios Montes Hernández) y ACU 868 
(sentencia del 9 de septiembre de 1999 C.P. Olga Inés Navarrete Barrero).  
11 Cfr. la sentencia ACU-141 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 13 de 
febrero de 1998, Consejero Ponente: Delio Gómez Leyva. En esta oportunidad el actor pretendía mediante una 

acción de cumplimiento esclarecer el tipo de funciones que le corresponde cumplir a la Registraduría frente a la 
posibilidad de llevar a cabo un referendo derogatorio en la ciudad de Manizales que en su opinión era inocuo. En 
dicha ocasión se dijo: “se trata,  pues, a través de la acción de cumplimiento, como su nombre lo indica, de hacer 
efectivo el cumplimiento del ordenamiento jurídico, por parte de las autoridades competentes; para lograr tal 

objetivo se requiere que tal ordenamiento consagre de manera clara determinada obligación para la administración, 
lo cual excluye que a través de la acción de cumplimiento se puedan promover interpretaciones respecto a la 
existencia de una obligación {contenidas en la Ley 134 de 1994}, pues la finalidad es exigir el cumplimiento de las 
existentes, y no provocar, vía interpretación, la consagración de obligaciones”. 
12 La jurisprudencia de la Corte Constitucional también ha establecido la necesidad de distinguir entre el objeto de 
la acción de cumplimiento (la realización de un deber omitido por la administración), y la discusión que puede 
plantearse alrededor del reconocimiento y garantía de un derecho subjetivo y particular, circunstancia frente a la 
cual existen otros mecanismos de defensa idóneos. Cfr. sentencia C-193 de 1998 MM.PP. Antonio Barrera Carbonell 

y Hernando Barrera Vergara. Se estudió aquí la demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 2o., 3o., 5º., y 
9º., todos parcialmente de la Ley 393 de 1997. Como se dijo, uno de los puntos abordados en esta ocasión tiene que 
ver con la relación de la acción de cumplimiento con los mecanismos ordinarios de defensa jurídica respecto de la 
ejecución de actos administrativos de carácter particular. Se señaló, entonces, que: “cuando se trata de actos 

administrativos subjetivos, que crean situaciones jurídicas individuales, concretas y particulares, el cumplimiento 
efectivo del respectivo acto interesa fundamentalmente a la esfera particular de la persona y no a la que 
corresponde a la satisfacción de los intereses públicos y sociales. Por ello se justifica constitucionalmente, por 
considerarse razonable y no afectar el contenido esencial de la norma del artículo 87 constitucional, la previsión del 

legislador, en el sentido de que en tales casos, el afectado, o sea, a quien se le lesiona directamente su derecho 
pueda acudir a los mecanismos ordinarios que también éste ha instituido para lograr el cumplimiento de tales 
actos, porque dentro de la autonomía discrecional de que goza para la configuración de la norma jurídica, no 
resulta contrario al referido mandato constitucional que el precepto acusado permita la existencia de mecanismos 

alternativos para el cumplimiento de esta clase de actos, salvo cuando de no asegurarse la efectiva ejecución del 
acto particular y concreto se pueda derivar para el interesado `un perjuicio grave e inminente´. En otros términos, 
no es inconstitucional que el Legislador haya considerado que la acción de cumplimiento no subsume de manera 
absoluta las acciones que existen en los diferentes ordenamientos procesales para asegurar la ejecución de actos de 

contenido particular o subjetivo”.    
13 No obstante, quizás por el contexto particular del caso, en varias oportunidades, al abordar diferentes aspectos de 
acciones de cumplimiento que son objeto de estudio por parte del Consejo de Estado, este Tribunal ha referido a la 
necesidad de corroborar la existencia de una obligación clara, expresa y exigible como elemento necesario para la 

prosperidad de la acción consagrada en el artículo 87 de la Constitución. Al respecto, valga citar, de manera 



de predicarse de una entidad concreta competente, es decir, que existe 

jurídica y realmente y es destinataria del mandato contenido en la 

norma legal o administrativa. La entidad no tiene que haber sido la 
única destinataria del mandato, puesto que las normas generales que 

regulan una materia pueden tener como destinatarias, por ejemplo, a 

las autoridades de determinado sector o a todas las entidades de cierto 
tipo –v.gr. las comisiones de regulación-. De manera tal que el 

particular, quien actúa en interés propio, en representación de un 
tercero, o en defensa del interés general, tiene la facultad de exigir, 

precisamente, la adopción de una decisión, la iniciación o continuación 

de un procedimiento, la expedición de un acto o la ejecución de una 
acción material necesaria para que se cumpla el deber omitido, así éste 

haya sido establecido en una ley que no menciona específicamente a la 
autoridad renuente.”  
 
(…) Por esa vía, es posible apreciar cuándo el cumplimiento de un deber 
administrativo debe ser inmediato y cuándo es posible concebir una causal 
que justifique diferir la acción estatal mientras diseña y desarrolla un 
programa o una política pública para cumplir el deber omitido. Por ejemplo, en 
los casos en los que lo que está en juego es, exclusivamente, la dimensión 
jurídica de la actuación administrativa, la autoridad ha de actuar de inmediato 
para cumplir integralmente el deber omitido14. Cosa distinta ocurre cuando lo 
que está en juego es la dimensión política de la actividad estatal, pues en estos 
eventos existe un margen más amplio de configuración por parte de la 
administración que tendrá que ser ponderado y apreciado por el juez 
administrativo con el propósito de impartir la orden de cumplimiento a la 
autoridad renuente.” (subrayas y negrillas intencionales).   
 

En el mismo sentido indicó la Corporación15:  

 
“En un Estado Social de Derecho en donde el ejercicio del poder está supeditado 
a la observancia de la Constitución y al imperio de la legalidad, es esencial el 
respeto por la eficacia material de la normatividad creada por el legislador y de 
los actos administrativos que dentro del marco de sus respectivas competencias 
expiden las diferentes autoridades en cumplimiento de los cometidos o tareas a 

                                                                                                                                                          
puramente ejemplar, las sentencias producidas dentro de los procesos ACU 1039, sentencia del 13 de diciembre de 
1999, C.P. Juan Alberto Polo Figueroa (esta sentencia es un buen ejemplo de los fundamentos teóricos que han 

servido al Consejo de Estado para avanzar en la aplicación del artículo 87 C.P. y la Ley 393 de 1997. Allí se hace 
alusión a los antecedentes de la acción de cumplimiento a través una referencia específica a la forma como 
funcionaba el writ of mandamus del derecho anglosajón); ACU 573, C.P. Daniel Suárez Hernández (En dicha 

oportunidad la Sala Tercera del Consejo de Estado consideró que la administración había incumplido la obligación 

clara, expresa y exigible contenida en el artículo 17 de la Ley 387 de 1997 afirmando: “La Sala precisa que, la acción 
de cumplimiento resulta procedente en el caso concreto, por la circunstancia de que el dispositivo legal contenido 
en el artículo 17, disciplina una conducta - débito prestacional - a cargo de las autoridades públicas o privadas que 
integran el sistema nacional de salud, conducta que supone desde luego,  la ejecución de todas las medidas - 

acciones específicas y concretas -, tendientes a materializar los fines últimos  para los cuales fue creado dicho 
sistema, para  la atención integral de la población desplazada por la violencia”); ACU 634, sentencia del 18 de marzo 
de 1999, C.P. Juan de Dios Montes Hernández (Se consideró en esta ocasión que el incumplimiento por parte de la 
Empresa Comercial de Servicio de Aseo Limitada, ECSA, de un acto administrativo proferido por la 

Superintendencia de Servicios Públicos en el que constaba una obligación clara, expresa y exigible, constituía una 
circunstancia que bien podía ser objeto de una acción de cumplimiento). Esta forma de calificar la obligación de la 
administración que hace procedente la acción de cumplimiento tiene un antecedente claro, entre otros, en la 
jurisprudencia que jurisdicción contencioso administrativa desarrolló a partir del estudio de las acciones de 

cumplimiento en materia ambiental a las que se refiere la Ley 99 de 1993. El artículo 77 de esta normatividad 
señala que “el efectivo cumplimiento de las leyes o actos administrativos que tengan relación directa con la 
protección y defensa del medio ambiente podrá ser demandado por cualquier persona natural o jurídica, a través 
del procedimiento de ejecución singular regulado en el Código de Procedimiento Civil”. Como se dijo la ejecución de 

una obligación clara, expresa y exigible es, entonces, una de las modalidades mediante las que se puede expresar el 
deber jurídico que se exige cumplir a la administración. 
14 La cuestión de cuáles son las razones que justifican diferir en el tiempo el cumplimiento inmediato de un deber 
jurídico, ha sido objeto de una amplia jurisprudencia en Europa, principalmente por parte de la Corte de Justicia de 

la Comunidad Europea (CJCE) con sede en Luxemburgo, a propósito de los recursos establecidos en los artículos 
175 (recurso por falta de actividad de los órganos comunitarios) y 169 a 171 (recurso por incumplimiento atribuible 
a los Estados miembros) establecidos en el Tratado de la Comunidad Europea.  Por ejemplo –en el ámbito del 
primero de los referidos recursos-, cuando la demandada se limita a explicar la posición jurídica preexistente a la 

solicitud para constituir la renuencia, esta excusa de su inacción es inaceptable y equivale a insistir en la falta de 
actividad (CJCE, Decisión del 6 de abril de 1962, Asunto Menoni).En el marco de la Comunidad Andina, también 
caben acciones para que los Estados cumplan lo decidido por los órganos comunitarios, pero las decisiones del 
Tribunal no han desarrollado el tema de las “excusas” aceptables e inaceptables. 
15 Cfr. la ya citada C-157 de 1998 (MM.PP. Antonio Barrera Carbonell y Hernando Herrera Vergara). 



ellas asignadas. En efecto, resulta paradójico que muchas veces las normas 
quedan escritas, es decir, no tienen ejecución o concreción práctica en la 
realidad, de modo que el proceso legislativo y su producto se convierten a 
menudo en inoperantes e inútiles. Igual cosa sucede con los actos 
administrativos que la administración dicta pero no desarrolla materialmente.  
 
“En el Estado Social de Derecho que busca la concreción material de sus 

objetivos y finalidades, ni la función legislativa ni la ejecutiva o 
administrativa se agotan con la simple formulación de las normas o la 

expedición de actos administrativos, pues los respectivos cometidos 

propios de dicho Estado sólo se logran cuando efectiva y realmente 
tienen cumplimiento las referidas normas y actos. 

 
“Es así como, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 Superior, es fin 
esencial del Estado garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución, y asegurar la vigencia de un orden 
justo. Para ello, agrega este precepto que las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a las personas en sus derechos y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. 

 

Sobre la procedencia de la acción de cumplimiento la misma Corporación 

Judicial ha indicado16:  

 
“Como ya lo ha precisado la Corporación en otras oportunidades la acción 
prevista en el artículo 87 de la Constitución Nacional en ejercicio de la cual se 
solicita el cumplimiento de los mencionados actos, fué instituida para hacer 
efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo; la Resolución de 
fecha 28 de enero de 1997 no se puede enmarcar como ley ni como acto 
administrativo; tales actos son materialmente de carácter jurisdiccional 

debido a que fueron expedidos dentro de un juicio policivo a través del 
cual se dirimió el conflicto que se presentó entre dos particulares y por 

tanto no es procedente solicitar su ejecución a través de acción de 
cumplimiento. 
 
Las decisiones cuyo cumplimiento se pretende, son actos de policía, a 
través de los cuales la Administración en ejercicio de poderes 

jurisdiccionales especiales otorgados por la ley dirimió una 

controversia entre particulares. 
 
Adicionalmente se advierte que para hacer efectivo el derecho pretendido, la 
parte puede ejercer las correspondientes acciones ordinarias ante la 
jurisdicción civil, lo que torna improcedente, también por esta razón la acción 
impetrada.”. 

 
 

Ahora bien, descendiendo al caso que ocupa ahora al Juzgado, pretendido 

por el accionante que, por vía constitucional, se ordene al accionado, 

Juzgado 5º Civil del Circuito de esta ciudad, dé aplicación al Art. 15 Num. 

1º17, 16 numeral 1º18, 20 numeral 4, 140 y 142 ordinal 2 del Código de 

Procedimiento Civil, relativas a la competencia por el factor cuantía y causal 

                                                 
16 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCIÓN CUARTA. C.P.: Dr. Germán Ayala Mantilla, 06 de 
febrero de 1998. Radicación número: ACU- 134. Actor: JUAN DE JESÚS RESTREPO GALVIS. Demandado: 
INSPECTOR CUARTO DE POLICÍA DE BARRANQUILLA. 
17 A la fecha, por expresa disposición del art. 627 Num. 4º de la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, es el 

Art. 18 Num. 1º ejúsdem cuyo texto es el siguiente: “Los jueces civiles municipales conocen en primera instancia: 1. 
De los Procesos contenciosos de menor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza agraria o de 
responsabilidad médica, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. También 
conocerán de los procesos contenciosos de menor cuantía por responsabilidad médica, de cualquier naturaleza y 

origen, sin consideración a las partes, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa”. 
18 A la fecha, por expresa disposición del art. 627 Num. 4º de la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, es el 
Art. 20 Num. 1º ejúsdem cuyo texto es el siguiente: “1. <Inciso corregido por el artículo 2 del Decreto 1736 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> De los contenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en relaciones de 

naturaleza agraria salvo los que le correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa”.   



de nulidad procesal, respecto de las cuales encuentra el Despacho, al 

momento de efectuar el estudio de admisibilidad de que trata el Art. 13 de la 

Ley 393 de 1997, que si bien lo solicitado, en principio, se enmarca dentro de 

las preceptivas contenidas en los Arts. 1º y 8º ejúsdem19, a saber, dar 

cumplimiento a una norma con fuerza material de Ley, cual es en este caso 

el artículo xxx, que refiere a la competencia de los jueces civiles municipales 

en primera instancia, se evidencia que la autoridad accionada mediante acto 

jurisdiccional ha decidido, con ocasión del incidente de nulidad propuesto 

por el aquí accionante, según se extrae del libelo genitor de la acción 

constitucional, no declarar la nulidad solicitada por falta de competencia por 

el factor cuantía para conocer del asunto allí adelantado bajo el radicado 

2008-00329, situación que, en sentir del accionante el titular de dicho 

Despacho judicial incumple las preceptivas que determinan la cuantía y la 

competencia para conocer del asunto allí tramitado. 

 

No obstante, teniendo su origen el presunto incumplimiento de la norma con 

fuerza material de ley, de que habla el Art. 1º de la Ley 393 de 1997, en una 

decisión proferida por un Juez de la República en ejercicio de sus poderes 

jurisdiccionales, la misma no resulta controlable por la vía invocada, esto es, 

resulta improcedente, por tratarse de un acto jurisdiccional, toda vez que 

como se recuerda la acción de cumplimiento no se erige a fin de esclarecer el 

sentido que debe dársele a ciertas disposiciones legales habida cuenta que no 

es el medio idóneo para controvertir la interpretación normativa, pues la 

finalidad es exigir el cumplimiento de las existentes, y no provocar, vía 

interpretación, la consagración de obligaciones. Razón suficiente para que los 

actos jurisdiccionales queden excluidos del hallo de influencia de ésta acción. 

 

Más aún, si en gracia de discusión la acción fuera procedente, en todo caso 

habría que rechazar la demanda con fundamento en que no acreditó el 

agotamiento del requisito de procedibilidad denominado “constitución en 

renuencia” por parte de la autoridad respecto a la cual se solicita se le 

conmine a dar cumplimiento a la norma con fuerza material de ley o al acto 

administrativo, según fuere el caso; nótese que para agotar dicho requisito el 

aquí accionante radicó ante el Despacho accionado solicitud de dar 

cumplimiento a los artículos ya mencionados en precedencia el día 23 de 

agosto de 2013 (Fls. 5 – 6), de suerte tal que de conformidad con el Art. 8º de 

la Ley 393 de 1997el término para pronunciarse sobre dicha solicitud fenecía 

el día 06 de septiembre de 2013, lo que constituye a la acción promovida en 

ese evento en extemporánea por anticipación de conformidad con lo 

preceptuado en el Art. 8º de la Ley 393 de 1997 y Art. 161 Num. 3º del 

CPACA.  

 

                                                 
19 ARTICULO 1º. OBJETO. Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta Ley para hacer 
efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos. 
ARTICULO 8o. PROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimiento procederá contra toda acción u omisión de la 

autoridad que incumpla o ejecute actos o hechos que permitan deducir inminente incumplimiento de normas con 
fuerza de Ley o Actos Administrativos. También procederá contra acciones u omisiones de los particulares, de 
conformidad con lo establecido en la presente Ley. 
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá 

que el accionante previamente haya reclamado el cumplimiento del deber legal o administrativo y la autoridad se 
haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación de la 
solicitud. Excepcionalmente se podrá prescindir de este requisito, cuando el cumplirlo a cabalidad genere el 
inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable para el accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en la 

demanda. 



En este orden de ideas, y sin lugar a más consideraciones que a nada 

diferente han de conducir, el JUZGADO CUARTO (4º) ADMINISTRATIVO 

ORAL DE MEDELLÍN,  

 

R E S U E L V E : 

  

1. RECHAZAR la acción de cumplimiento promovida por el Sr. Pablo 

Antonio Jiménez Betancur contra el Juzgado Quinto 8(5º) Civil del 

Circuito de Medellín, por las razones expuestas en la parte 

considerativa de este proveído. 

 

2. Ejecutoriada esta decisión, se dispone la devolución de los anexos de la 

demanda, sin necesidad de desglose.  

 

3. ARCHIVAR, una vez el presente proveído adquiera firmeza, las 

presentes actuaciones,  previas las desanotaciones de rigor. 

 
 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

(firmado el original) 

EVANNY MARTÍNEZ CORREA 

Juez 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DE  
MEDELLÍN 

 
Siendo las ocho de la mañana (8:00A.M) del día de hoy 
09 DE SEPTIEMBRE DE 2013 se notifica a las partes la 
providencia que antecede por anotación en Estados. 

 
(firmado el original) 

EDWIN ALEXANDER ARBOLEDA TAVERA 
Secretario 


